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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022, al Despacho de la Juez, la 

presente DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, proveniente del 

Juzgado Primero Laboral del Circuito de Funza - Cundinamarca, asignada por reparto y 

radicada bajo el número 11001-41-05-008-2022-00389-00, de JUAN PABLO MUÑOZ 

RUBIO en contra de IDEA TRANSPORTADORA S.A.S., la cual consta de 73 páginas, incluida 

la hoja de reparto, todas ellas electrónicas. Pendiente por resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 731 

Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022 

 

De acuerdo con el informe que antecede y, una vez revisado el expediente, se tiene que el 

Juzgado Primero Laboral del Circuito de Funza – Cundinamarca, en Audiencia del 14 de 

octubre de 2021, declaró probada la excepción previa formulada por el curador de la 

demandada, denominada “Falta de competencia por el factor territorial”, de conformidad 

con el artículo 5º del C.P.T., y, ordenó “la remisión de las diligencias a los Juzgados Laborales 

de Pequeñas Causas de la ciudad de Bogotá, para su conocimiento”.   

 

Ahora bien, al hacer el estudio de la demanda, advierte este Juzgado que tampoco es el 

competente para conocerla, por las siguientes razones:  

 

El artículo 46 de la Ley 1395 de 2010, modificó el artículo 12 del C.P.T. y determinó que 

“Los jueces municipales de pequeñas causas y competencia múltiple, donde existen, conocen 

en única instancia de los negocios cuya cuantía no exceda del equivalente a veinte (20) veces 

el salario mínimo legal mensual vigente”. 

 

Como quiera que en materia laboral no existe norma para definir la cuantía, en virtud de la 

analogía establecida en el artículo 145 del C.P.T. es necesaria la remisión al artículo 26 del 

C.G.P., el cual dispone en su numeral 1º que la determinación de la cuantía se efectuará 

“(P)or el valor de todas las pretensiones al tiempo de la demanda, sin tomar en cuenta los 
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frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios que se causen con 

posterioridad a su presentación”. 

 

Las normas anteriores son de carácter procesal y, conforme el artículo 13 del C.G.P. “(S)on 

de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán 

ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo 

autorización expresa de la ley”. 

 

Al realizar el estudio de la demanda, se observa que en ella se pretende se declare que entre 

JUAN PABLO MUÑOZ RUBIO y la sociedad IDEA TRANSPORTADORA S.A.S. “existió una 

relación laboral que se rigió por contrato de trabajo verbal a término indefinido” desde el 19 

de marzo de 2014 hasta el 30 de junio de 2014, con un salario de $644.350, más auxilio de 

transporte, la cual “fue terminado por el empleador sin justa causa”; y como consecuencia, 

se condene a la demandada al pago de los siguientes conceptos: 

 

- Salario del 19 de marzo de 2014 al 18 de abril de 2014; 

- Salario del 19 de abril de 2014 al 18 de mayo de 2014; 

- Salario del 19 de mayo de 2014 al 18 de junio de 2014; 

- Salario del 19 de junio de 2014 al 30 de junio de 2014; 

- Auxilio de transporte del 19 de marzo de 2014 al 18 de abril de 2014; 

- Auxilio de transporte del 19 de abril de 2014 al 18 de mayo de 2014; 

- Auxilio de transporte del 19 de mayo de 2014 al 18 de junio de 2014; 

- Auxilio de transporte del 19 de junio de 2014 al 30 de junio de 2014; 

- Indemnización por despido sin justa causa; 

- Comisiones del 19 de marzo de 2014 al 31 de mayo de 2014, correspondientes a 7 

viajes, cada uno con un valor promedio de $450.000. 

- Cesantías del 19 de marzo de 2014 al 30 de junio de 2014; 

- Intereses a las Cesantías del 19 de marzo de 2014 al 30 de junio de 2014; 

- Prima de Servicios del 19 de marzo de 2014 al 30 de junio de 2014; 

- Vacaciones del 19 de marzo de 2014 al 30 de junio de 2014; 

- Indemnización moratoria del artículo 65 del C.S.T., extendida hasta el momento en 

que se haga efectivo el pago. 

- Aportes a pensión del 19 de marzo de 2014 al 30 de junio de 2014; 

- StandBay o estadías por cargue y descargue, correspondiente a 15 días, cada día por 

valor de $50.000, para un total de $750.000. 

 

Teniendo en cuenta lo expresado por la parte actora en sus hechos y pretensiones, y 

efectuados los cálculos matemáticos de rigor, se tiene que el valor de las pretensiones a la 
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fecha de la presentación de la demanda, esto es, al 26 de mayo de 2015, asciende a un total 

de $14.816.979 conforme se observa en la siguiente liquidación: 

 

 

 

2022-00389

FECHA DE PRESENTACION DE LA DEMANDA

ANTE JUZGADO LABORAL CIRCUITO DE FUNZA

CONTRATO INDEFINIDO * Hecho 1

DESDE 19/03/2014 * Hecho 1

HASTA 30/06/2014 * Hecho 1

SALARIO 644.350 * Hecho 2

AUX. TRANS. 74.000 * Pretensión declarativa 5

SALARIO ADEUDADO

DESDE HASTA DÍAS SALARIO DIARIO SUBTOTAL 

19/03/2014 18/04/2014 30 644.350 21.478 644.350

19/04/2014 18/05/2014 30 644.350 21.478 644.350

19/05/2014 18/06/2014 30 644.350 21.478 644.350

19/06/2014 30/06/2014 12 644.350 21.478 257.740 SUBTOTAL
* P re tens ió n de  co ndena  6 a  9 SUBTOTAL 2.190.790 2.190.790

AUXILIO DE TRANSPORTE ADEUDADO

DESDE HASTA DÍAS AUXILIO DIARIO SUBTOTAL 

19/03/2014 18/04/2014 30 74.000 2.467 74.000

19/04/2014 18/05/2014 30 74.000 2.467 74.000

19/05/2014 18/06/2014 30 74.000 2.467 74.000

19/06/2014 30/06/2014 12 74.000 2.467 29.600 SUBTOTAL
* P re tens ió n de  co ndena  10 a  13 SUBTOTAL 251.600 251.600

COMISIONES POR VIAJE

CANTIDAD VALOR SUBTOTAL SUBTOTAL

7 450.000 3.150.000 3.150.000
* P re tens ió n de  co ndena  15

PRESTACIONES SOCIALES

DESDE HASTA DÍAS SALARIO CESANTIAS INTERESES PRIMA SUBTOTAL

19/03/2014 30/06/2014 102 718.350 203.533 6.920 203.533 413.985
* P re tens ió n de  co ndena  16 a  18

VACACIONES

DESDE HASTA DÍAS SALARIO VACACIONES SUBTOTAL

19/03/2014 30/06/2014 102 644.350 91.283 91.283
* P re tens ió n de  co ndena  19

ESTADIAS CARGUE Y DESCARGUE

CANTIDAD VALOR SUBTOTAL SUBTOTAL

15 50.000 750.000 750.000
* P re tens ió n de  co ndena  23

APORTES A SEGURIDAD SOCIAL - PENSIÓN

DESDE HASTA SALARIO 16%

19/03/2014 18/04/2014 644.350 103.096

19/04/2014 18/05/2014 644.350 103.096

19/05/2014 18/06/2014 644.350 103.096

19/06/2014 30/06/2014 85.913 13.746 SUBTOTAL

*P re tens ió n de  co ndena  22 TOTAL 323.034 323.034

INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO INJUSTO

DESDE HASTA DÍAS  A INDEMNIZAR DIARIO SUBTOTAL SUBTOTAL

19/03/2014 30/06/2014 102 30 21.478 644.350 644.350
* P re tens ió n de  co ndena  14

INDEMNIZACIÓN MORATORIA ART. 65 C.S.T. 

DESDE HASTA DÍAS SALARIO DIARIO SUBTOTAL SUBTOTAL

1/07/2014 26/05/2015 326 644.350 21.478 7.001.937 7.001.937
* P re tens ió n de  co ndena  20

14.816.979GRAN TOTAL

26/05/2015 Folio 4
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Por lo tanto, no es posible darle a la demanda el trámite de un proceso ordinario laboral de 

única instancia, por exceder las pretensiones la suma de $12’887.000 que corresponde a 

los 20 SMLMV (año 2015 cuando se presentó la demanda) fijados como límite por el 

legislador para la competencia de este Juzgado. 

 

Valga señalar que, si bien en el acápite de “Competencia y Cuantía” se estima la cuantía de 

las pretensiones en $6.000.000, es decir, inferior a 20 SMLMV, lo cierto es que no es la 

estimación de la cuantía que hace la parte demandante la que determina el procedimiento 

aplicable, ni tampoco el tipo de procedimiento que se indique en el acápite 

correspondiente, sino, el resultado de la operación matemática de las pretensiones, lo cual 

se verifica por el Juez al momento de decidir sobre la admisión de la demanda.  

 

Lo contrario conllevaría a desconocer el artículo 13 del C.G.P. y permitir que el artículo 26 

del C.G.P. sea sustituido por la voluntad del promotor del proceso, quien, con la mera 

consignación de una suma determinada en el acápite de cuantía, o con el señalamiento 

erróneo del trámite procedente, podría abrogarse la facultad de escoger, a su arbitrio, el 

procedimiento aplicable a su caso, e incluso, el Juez que habría de conocerlo. Máxime si se 

tiene en cuenta, que tal eventualidad haría nugatorio el derecho de las partes a la doble 

instancia, afectando prerrogativas superiores como lo son el debido proceso y el acceso a 

la administración de justicia.  

 

Es menester aclarar que, el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Funza – Cundinamarca 

rechazó la demanda por el factor territorial, y en esta oportunidad se está rechazando la 

demanda por el factor cuantía; por lo tanto, no es dable que este Juzgado suscite un conflicto 

de competencia con el antecesor, pues las razones que motivan el rechazo son diferentes a 

las que aquel consideró. 

 

En consecuencia, con fundamento en el inciso 2º del artículo 90 del C.G.P., se rechazará la 

demanda y se ordenará su remisión a los Juzgados Laborales del Circuito de Bogotá, en 

quienes recae la competencia según el mismo artículo 46 de la Ley 1395 de 2010 que 

modificó el artículo 12 del C.P.T. 

 

En caso de que el Juzgado del Circuito discrepe de lo señalado en esta providencia, lo 

procedente será que proponga el conflicto negativo de competencia en los términos del 

artículo 139 del C.G.P., y del numeral 5º literal B del artículo 15 del C.P.T. modificado por el 

artículo 10 de la Ley 712 de 2001. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho dispone: 
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PRIMERO: RECHAZAR por falta de competencia en razón a la cuantía, la demanda 

presentada por JUAN PABLO MUÑOZ RUBIO en contra de IDEA TRANSPORTADORA 

S.A.S. 

 

SEGUNDO: REMITIR la demanda a la OFICINA JUDICIAL DE REPARTO, para que sea 

repartida entre los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, previa la 

desanotación en el libro radicador. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 
DE BOGOTÁ D.C. 

 Hoy:  

 27 de octubre de 2022 
_____________________________________________ 

    Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 128 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022, al Despacho de la Juez, la 

presente DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, asignada por reparto, 

proveniente de los Juzgados Quinto Laboral del Circuito de Santa Marta y Catorce Laboral 

del Circuito de Bogotá, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00711-00, de 

HUBER DE JESÚS PÉREZ en contra de la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

PARAFISCALES – UGPP, la cual consta de 30 páginas, incluida la hoja de reparto, todas 

electrónicas. Pendiente por resolver, sírvase proveer.  

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN 1747 

Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022 

 

Visto el informe secretarial que antecede, al realizar el estudio de la presente demanda y 

sus anexos, con fundamento en los requisitos contemplados en los artículos 25, 25 A y 26 

del C.P.T. modificados por los artículos 12, 13 y 14 de la Ley 712 de 2001 respectivamente, 

evidencia el Despacho las siguientes falencias:  

 

a) No obra prueba del agotamiento de la reclamación administrativa ante la UNIDAD DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES – UGPP. Por lo tanto, se deberá aportar prueba 

del agotamiento de la reclamación administrativa, de conformidad con el artículo 6 del 

C.P.T. modificado por el artículo 4 de la Ley 712 de 2001, y el numeral 5 del artículo 26 del 

C.P.T. 

 

b) No se acreditó el envío de la copia de la demanda y sus anexos a la parte demandada 

mediante correo electrónico o de manera física, a su dirección de notificaciones judiciales, 

conforme a lo dispuesto en el inciso 4° del artículo 6° del Decreto 806 de 2020 (hoy Ley 

2213 de 2022). 

 

En consecuencia, con fundamento en el artículo 28 del C.P.T. modificado por el artículo 15 

de la Ley 712 de 2001, en concordancia con el artículo 90 del C.G.P., se dispone: 
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PRIMERO: INADMITIR la demanda y conceder a la parte demandante el término de CINCO 

(5) DÍAS HÁBILES para que subsane las falencias anotadas, so pena de ser RECHAZADA. 

Se advierte que el escrito de subsanación también deberá remitirse a la parte demandada, 

en observancia del inciso 5 de la Ley 2213 de 2022.  

  

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1   

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  

El memorial de subsanación se debe enviar al email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

 27 de octubre de 2022 
_____________________________________________ 

    Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 128 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022, al Despacho de la Juez, la 

presente DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, asignada por reparto, 

radicada bajo el número 11001-41-05-008-2022-00191-00, de DIANA MILENA BOJACÁ 

ORJUELA quien actúa en nombre propio y en representación de las menores DANIA 

SALOMÉ y ALIZ ARIADNA FRESNEDA BOJACÁ en contra de PORVENIR S.A. y de LA 

NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO NACIONAL DE COLOMBIA, 

la cual consta de 47 páginas, incluida la hoja de reparto, todas ellas electrónicas. Pendiente 

por resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORAL DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 725 

Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022 

 

Encontrándose el Despacho en el estudio de la demanda, advierte que es menester 

rechazarla por falta de competencia, por las siguientes razones: 

 

El artículo 7º del C.P.T., modificado por el artículo 5º de la Ley 712 de 2001, prevé que “En 

los procesos que se sigan contra la Nación será competente el Juez Laboral del Circuito del 

último lugar donde se haya prestado el servicio o el del domicilio del demandante, a elección 

de este, cualquiera que sea la cuantía. En los lugares donde no haya Juez Laboral del Circuito 

conocerá de estos juicios el respectivo Juez del Circuito en lo Civil”. 

 

La norma descrita es de carácter procesal y, conforme el artículo 13 del C.G.P. “Son de orden 

público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán ser 

derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización 

expresa de la ley”. 

 

Sobre la competencia por el factor subjetivo, esto es, el que se refiere a la naturaleza jurídica 

del demandado, se pronunció la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en Auto 

AL3289-2021 del 04 de agosto de 2021, al dirimir un conflicto de competencia, así: 
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“Ahora, si bien el artículo 12 del estatuto adjetivo laboral, modificado por el artículo 46 
de la Ley 1395 de 2010 dispone que «los jueces municipales de pequeñas causas y 
competencia múltiple, donde existen, conocen en única instancia de los negocios cuya 
cuantía no exceda del equivalente a veinte (20) veces el salario mínimo legal mensual 
vigente», lo cierto es que cuando la ley asigna la competencia a determinado 
funcionario judicial a partir de la calidad del sujeto pasivo, este factor subjetivo 
prevalece sobre los demás. Por tanto, en esta clase de situaciones, la atribución legal 
aplicable, es la que refiere a la naturaleza jurídica del sujeto de derecho en cuyo favor 
se ha establecido la competencia. 
 
Los artículos 7° y 8° del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social previeron 
cierto privilegio a favor de La Nación y los Departamentos, en aras de proteger el interés 
público que representan. Así, cuandoquiera que estos funjan como sujeto pasivo de 
la litis, será competente el Juez Laboral con categoría de Circuito, «cualquiera 
que sea su cuantía». 
 
(…) 
 
Ahora bien, importa precisar que la Ley 1395 de 2010 por medio de la cual se adoptaron 
medidas en materia de descongestión judicial, en su artículo 46 modificó el artículo 12 
del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social y consagró el factor objetivo por 
razón de la cuantía, definiendo que corresponde a los jueces laborales del circuito 
conocer de procesos en única y primera instancia y, a los jueces municipales de pequeñas 
causas y competencia múltiple, donde existen, conocer en única instancia de los 
negocios cuya cuantía no exceda del equivalente a veinte veces el salario mínimo legal 
mensual vigente. No obstante, hay que tener presente que ello de ninguna manera 
modificó o derogó el factor subjetivo prevalente instituido en los artículos 7° y 8° 
del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 
 
(…) 
 
En tal perspectiva, se tiene que la Ley 1395 de 2010 creó los Juzgado Laborales de 
Pequeñas Causas con el fin de modificar únicamente el factor objetivo por razón de la 
cuantía, sin impartir cambio alguno en la competencia atribuida a los jueces laborales 
del circuito en asuntos contra La Nación y los departamentos. Y aunque su cometido 
principal fue descongestionar los despachos judiciales, lo cierto es que tal finalidad, por 
sí misma no implicó una derogatoria del factor subjetivo prevalente y mucho menos 
puede llevar a desconocer que tales sujetos calificados están revestidos de un interés 
especial que la norma original protege, por lo que conservó la atribución de 
competencia a los jueces laborales del circuito. 
 
Entonces, al continuar vigente el factor subjetivo ya enunciado, el cual, se repite, es de 
carácter prevalente y preferente por tratarse de un sujeto jurídico calificado, es este el 
que debe orientar la asignación de la competencia discutida. Así lo estableció 
expresamente el legislador cuando reservó el conocimiento de estos asuntos al juez 
laboral del circuito, con lo cual excluyó la competencia de cualquier otro funcionario de 
menor jerarquía. 
 
En consecuencia, en los procesos que se sigan contra La Nación y los 
Departamentos conocerán los jueces laborales del circuito con jurisdicción 
territorial, indistintamente del factor cuantía, quienes decidirán en primera o 
única instancia, según sea el caso. 
 
Bajo ese panorama, cabe resaltar que no es pertinente aplicar el artículo 14 del Código 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, pues allí se contempla la definición de 
competencia múltiple cuando se trata de personas en igualdad de circunstancias, valga 
decir, de igual naturaleza, rango y categoría, eventualidad que no es la de autos. 
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En el caso concreto, comoquiera que la demanda se dirigió contra La Nación – Policía 
Nacional, para determinar la competencia se ha de seguir la regla del artículo 7 del 
Código Procesal el Trabajo y de la Seguridad Social que señala: «en los procesos que se 
sigan contra la Nación será competente el juez laboral del circuito del último lugar 
donde se haya prestado el servicio o el del domicilio del demandante a elección de éste, 
cualquiera que sea la cuantía». 
 
En el sub judice, el accionante indicó como su dirección «calle 15 No. 6-35 de la Dorada 
– Caldas y que prestó servicios en los municipios de Cáceres y Puerto Valdivia, Antioquia. 
Así las cosas, y de acuerdo con el fuero electivo territorial que corresponde ejercer al 
actor, esta Sala de la Corte considera que el Juzgado Primero Civil del Circuito de La 
Dorada, es el competente para conocer del presente asunto, a quien se le devolverán las 
diligencias para que les dé el trámite que corresponda. 
 
Lo anterior, al margen de que el interesado indicara en su demanda que la cuantía no 
superaba los 20 salarios mínimos mensuales legales vigentes, pues, se reitera, conforme 
el artículo 7° en cita, corresponde al Juzgado Laboral del Circuito atender el asunto 
«cualquiera que sea la cuantía» dada la calidad y naturaleza jurídica del sujeto pasivo.” 

 

Pues bien, al hacer el estudio de la demanda, en ella se convoca a juicio, entre otros, a LA 

NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO NACIONAL DE COLOMBIA. 

Por lo tanto, siguiendo los parámetros establecidos en el artículo 7º del C.P.T., y en el Auto 

AL3289-2021, resulta diáfano concluir que, este Juzgado carece de competencia para 

asumir el conocimiento de la demanda, dada la calidad del demandado. 

 

Si bien la demanda está dirigida también contra PORVENIR S.A., lo cierto es que cuando la 

ley asigna la competencia a determinado Juez a partir de la calidad del sujeto pasivo, este 

factor subjetivo prevalece sobre los demás, y en consecuencia, no haya lugar a aplicar el 

artículo 14 del C.P.T., pues en él se contempla la pluralidad de jueces competentes cuando 

se demandan simultáneamente personas de igual naturaleza, rango y categoría, situación 

que claramente no es la que se presenta en este asunto. 

 

En el mismo sentido, aunque en el acápite de “Competencia” de la demanda se expresa que 

este Juzgado es competente por la cuantía y por el lugar donde se surtieron las 

reclamaciones administrativas, lo cierto es que que no es la estimación de la cuantía que 

hace el demandante la que determina el procedimiento aplicable, ni tampoco el tipo de 

procedimiento que se indique en el acápite correspondiente, sino, el estudio de la 

naturaleza de las partes y de las pretensiones que realiza el Juez al momento de decidir 

sobre la admisión de la demanda. 

 

Lo contrario conllevaría a desconocer el artículo 13 del C.G.P. y permitir que el artículo 7 

del C.P.T. sea sustituido por la voluntad del promotor del proceso, quien, con la mera 

consignación de una suma determinada en el acápite de cuantía, o con el señalamiento 

erróneo del trámite procedente, podría abrogarse la facultad de escoger, a su arbitrio, el 

procedimiento aplicable a su caso, e incluso, el Juez que habría de conocerlo. Máxime si se 
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tiene en cuenta, que tal eventualidad haría nugatorio el derecho de las partes a la doble 

instancia, afectando prerrogativas superiores como lo son el debido proceso y el acceso a 

la administración de justicia. 

 

Por lo tanto, como quiera que la demanda se dirige contra LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL – EJERCITO NACIONAL DE COLOMBIA, quien, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 7° del C.P.T., goza de un privilegio por el interés público que 

representa, la competencia recae en los Jueces Laborales del Circuito, indistintamente del 

factor cuantía. 

 

Ahora bien, respecto del factor territorial, se observa que la demandante expresó que su 

dirección de notificación es en el municipio de Suesca – Cundinamarca, y no mencionó en 

los hechos “el último lugar donde se haya prestado el servicio”, razón por la cual ha de 

entenderse que su elección es la del Juez de su domicilio. Por lo tanto, y como quiera que en 

el municipio de Suesca – Cundinamarca no existe Juez Laboral del Circuito, ni Juez Civil del 

Circuito, pero pertenece al Circuito Judicial de Chocontá, la competencia recae en el Juez 

Civil del Circuito de Chocontá.  

 

En consecuencia, con fundamento en el inciso 2º del artículo 90 del C.G.P., se rechazará la 

demanda y se ordenará su remisión al Juzgado Primero Civil del Circuito de Chocontá 

en aplicación del artículo 7° del C.P.T., modificado por el artículo 5º de la Ley 712 de 2001. 

 

En caso de que el Juzgado Homólogo discrepe de lo señalado en esta providencia, lo 

procedente será que proponga el conflicto negativo de competencia en los términos del 

artículo 139 del C.G.P., y del numeral 5º literal B del artículo 15 del C.P.T. modificado por el 

artículo 10 de la Ley 712 de 2001. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho dispone: 

 

PRIMERO: RECHAZAR por falta de competencia, la demanda presentada por DIANA 

MILENA BOJACÁ quien actúa en nombre propio y en representación de las menores DANIA 

SALOMÉ y ALIZ ARIADNA FRESNEDA BOJACÁ en contra de PORVENIR S.A. y de LA 

NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO NACIONAL DE COLOMBIA. 

 

SEGUNDO: REMITIR la demanda al JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

CHOCONTÁ, previa la desanotación en el libro radicador. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1


2022-00191 

5 

 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

 27 de octubre de 2022 

_____________________________________________ 
    Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 128 

 
GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 
 

mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022, al Despacho de la Juez, la 

presente DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, asignada por reparto, 

radicada bajo el número 11001-41-05-008-2022-00402-00, de FULGENCIO ENRIQUE 

MONTALVO HURTADO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES, la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES – 

UGPP y de LA NACIÓN – MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL, la cual 

consta de 87 páginas, incluida la hoja de reparto, todas ellas electrónicas. Pendiente por 

resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORAL DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 726 

Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022 

 

Encontrándose el Despacho en el estudio de la demanda, advierte que es menester 

rechazarla por falta de competencia, por las siguientes razones: 

 

El artículo 7º del C.P.T., modificado por el artículo 5º de la Ley 712 de 2001, prevé que: “En 

los procesos que se sigan contra la Nación será competente el juez laboral del circuito del 

último lugar donde se haya prestado el servicio o el del domicilio del demandante, a elección 

de este, cualquiera que sea la cuantía”, así mismo indica que “En los lugares donde no haya 

juez laboral del circuito conocerá de estos juicios el respectivo juez del circuito en lo civil”.  

 

La norma descrita es de carácter procesal y, conforme el artículo 13 del C.G.P. “Son de orden 

público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán ser 

derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización 

expresa de la ley”. 

 

Sobre la competencia por el factor subjetivo, esto es, el que se refiere a la naturaleza jurídica 

del demandado, se pronunció la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en Auto 

AL3289-2021 del 04 de agosto de 2021, al dirimir un conflicto de competencia, así: 
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“Ahora, si bien el artículo 12 del estatuto adjetivo laboral, modificado por el artículo 46 
de la Ley 1395 de 2010 dispone que «los jueces municipales de pequeñas causas y 
competencia múltiple, donde existen, conocen en única instancia de los negocios cuya 
cuantía no exceda del equivalente a veinte (20) veces el salario mínimo legal mensual 
vigente», lo cierto es que cuando la ley asigna la competencia a determinado 
funcionario judicial a partir de la calidad del sujeto pasivo, este factor subjetivo 
prevalece sobre los demás. Por tanto, en esta clase de situaciones, la atribución legal 
aplicable, es la que refiere a la naturaleza jurídica del sujeto de derecho en cuyo favor 
se ha establecido la competencia. 
 
Los artículos 7° y 8° del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social previeron 
cierto privilegio a favor de La Nación y los Departamentos, en aras de proteger el interés 
público que representan. Así, cuandoquiera que estos funjan como sujeto pasivo de 
la litis, será competente el Juez Laboral con categoría de Circuito, «cualquiera 
que sea su cuantía». 
 
(…) 
 
Ahora bien, importa precisar que la Ley 1395 de 2010 por medio de la cual se adoptaron 
medidas en materia de descongestión judicial, en su artículo 46 modificó el artículo 12 
del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social y consagró el factor objetivo por 
razón de la cuantía, definiendo que corresponde a los jueces laborales del circuito 
conocer de procesos en única y primera instancia y, a los jueces municipales de pequeñas 
causas y competencia múltiple, donde existen, conocer en única instancia de los 
negocios cuya cuantía no exceda del equivalente a veinte veces el salario mínimo legal 
mensual vigente. No obstante, hay que tener presente que ello de ninguna manera 
modificó o derogó el factor subjetivo prevalente instituido en los artículos 7° y 8° 
del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 
 
(…) 
 
En tal perspectiva, se tiene que la Ley 1395 de 2010 creó los Juzgado Laborales de 
Pequeñas Causas con el fin de modificar únicamente el factor objetivo por razón de la 
cuantía, sin impartir cambio alguno en la competencia atribuida a los jueces laborales 
del circuito en asuntos contra La Nación y los departamentos. Y aunque su cometido 
principal fue descongestionar los despachos judiciales, lo cierto es que tal finalidad, por 
sí misma no implicó una derogatoria del factor subjetivo prevalente y mucho menos 
puede llevar a desconocer que tales sujetos calificados están revestidos de un interés 
especial que la norma original protege, por lo que conservó la atribución de 
competencia a los jueces laborales del circuito. 
 
Entonces, al continuar vigente el factor subjetivo ya enunciado, el cual, se repite, es de 
carácter prevalente y preferente por tratarse de un sujeto jurídico calificado, es este el 
que debe orientar la asignación de la competencia discutida. Así lo estableció 
expresamente el legislador cuando reservó el conocimiento de estos asuntos al juez 
laboral del circuito, con lo cual excluyó la competencia de cualquier otro funcionario de 
menor jerarquía. 
 
En consecuencia, en los procesos que se sigan contra La Nación y los 
Departamentos conocerán los jueces laborales del circuito con jurisdicción 
territorial, indistintamente del factor cuantía, quienes decidirán en primera o 
única instancia, según sea el caso. 
 
Bajo ese panorama, cabe resaltar que no es pertinente aplicar el artículo 14 del Código 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, pues allí se contempla la definición de 
competencia múltiple cuando se trata de personas en igualdad de circunstancias, valga 
decir, de igual naturaleza, rango y categoría, eventualidad que no es la de autos. 
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En el caso concreto, comoquiera que la demanda se dirigió contra La Nación – Policía 
Nacional, para determinar la competencia se ha de seguir la regla del artículo 7 del 
Código Procesal el Trabajo y de la Seguridad Social que señala: «en los procesos que se 
sigan contra la Nación será competente el juez laboral del circuito del último lugar 
donde se haya prestado el servicio o el del domicilio del demandante a elección de éste, 
cualquiera que sea la cuantía». 
 
En el sub judice, el accionante indicó como su dirección «calle 15 No. 6-35 de la Dorada 
– Caldas y que prestó servicios en los municipios de Cáceres y Puerto Valdivia, Antioquia. 
Así las cosas, y de acuerdo con el fuero electivo territorial que corresponde ejercer al 
actor, esta Sala de la Corte considera que el Juzgado Primero Civil del Circuito de La 
Dorada, es el competente para conocer del presente asunto, a quien se le devolverán las 
diligencias para que les dé el trámite que corresponda. 
 
Lo anterior, al margen de que el interesado indicara en su demanda que la cuantía no 
superaba los 20 salarios mínimos mensuales legales vigentes, pues, se reitera, conforme 
el artículo 7° en cita, corresponde al Juzgado Laboral del Circuito atender el asunto 
«cualquiera que sea la cuantía» dada la calidad y naturaleza jurídica del sujeto pasivo.” 

 

Pues bien, al hacer el estudio de la demanda, en ella se convoca a juicio, entre otros a LA 

NACIÓN – MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL. Por lo tanto, 

siguiendo los parámetros establecidos en el artículo 7º del C.P.T., y en el Auto AL3289-2021, 

resulta diáfano concluir que, este Juzgado carece de competencia para asumir el 

conocimiento de la demanda, dada la calidad del demandado. 

 

Si bien la demanda está dirigida también contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES y la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES – 

UGPP, lo cierto es que cuando la ley asigna la competencia a determinado Juez a partir de 

la calidad del sujeto pasivo, este factor subjetivo prevalece sobre los demás, y en 

consecuencia, no haya lugar a aplicar el artículo 14 del C.P.T., pues en él se contempla la 

pluralidad de jueces competentes cuando se demandan simultáneamente personas de igual 

naturaleza, rango y categoría, situación que claramente no es la que se presenta en este 

asunto. 

 

En el mismo sentido, aunque en el acápite de “Competencia y Cuantía” de la demanda se 

expresa que este Juzgado es competente por la naturaleza del proceso y la cuantía, lo cierto 

es que que no es la estimación de la cuantía que hace el demandante la que determina el 

procedimiento aplicable, ni tampoco el tipo de procedimiento que se indique en el acápite 

correspondiente, sino, el estudio de la naturaleza de las partes y de las pretensiones que 

realiza el Juez al momento de decidir sobre la admisión de la demanda. 

 

Lo contrario conllevaría a desconocer el artículo 13 del C.G.P. y permitir que el artículo 7 

del C.P.T. sea sustituido por la voluntad del promotor del proceso, quien, con la mera 

consignación de una suma determinada en el acápite de cuantía, o con el señalamiento 

erróneo del trámite procedente, podría abrogarse la facultad de escoger, a su arbitrio, el 
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procedimiento aplicable a su caso, e incluso, el Juez que habría de conocerlo. Máxime si se 

tiene en cuenta, que tal eventualidad haría nugatorio el derecho de las partes a la doble 

instancia, afectando prerrogativas superiores como lo son el debido proceso y el acceso a 

la administración de justicia. 

 

Por lo tanto, como quiera que la demanda se dirige contra LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL, quien, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 7° del C.P.T., goza de un privilegio por el interés público que representa, la 

competencia recae en los Jueces Laborales del Circuito, indistintamente del factor cuantía. 

 

Ahora bien, respecto del factor territorial, se observa que el demandante expresó que su 

dirección de notificación es la Carrera 8 No. 2-35, oficina 203, en la ciudad de Popayán, y no 

mencionó en los hechos “el último lugar donde se haya prestado el servicio”; así mismo, en 

el acápite de “Competencia y Cuantía” señaló que el Juez competente es el del “domicilio de 

la parte demandante”, razón por la cual, ha de entenderse que su elección es la del Juez de 

su domicilio. Por lo tanto, la competencia recae en el Juez Laboral del Circuito de Popayán. 

 

En consecuencia, con fundamento en el inciso 2º del artículo 90 del C.G.P., se rechazará la 

demanda y se ordenará su remisión a los Juzgados Laborales del Circuito de Popayán, 

en aplicación del artículo 7° del C.P.T., modificado por el artículo 5º de la Ley 712 de 2001. 

 

En caso de que el Juzgado Homologo discrepe de lo señalado en esta providencia, lo 

procedente será que proponga el conflicto negativo de competencia en los términos del 

artículo 139 del C.G.P., y del numeral 5º literal B del artículo 15 del C.P.T. modificado por el 

artículo 10 de la Ley 712 de 2001. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho dispone: 

 

PRIMERO: RECHAZAR por falta de competencia, la demanda presentada por FULGENCIO 

ENRIQUE MONTALVO HURTADO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES, la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES – 

UGPP y LA NACIÓN – MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL. 

 

SEGUNDO: REMITIR la demanda a los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE 

POPAYÁN, previa la desanotación en el libro radicador. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

 27 de octubre de 2022 
_____________________________________________ 

    Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 128 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL.- Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022, al Despacho de la Juez, la 

presente DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, asignada por reparto, 

radicada bajo el número 11001-41-05-008-2022-00484-00, de FERNELY ARABA 

OLAYA en contra de BRINKS DE COLOMBIA S.A. y OTROS, la cual consta de 179 folios, 

incluida la hoja de reparto. Pendiente por resolver. Sírvase proveer.

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

AUTO INTERLOCUTORIO 722 

Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022 

Encontrándose el Despacho en el estudio de la demanda, advierte que es menester 

rechazarla por falta de competencia funcional en razón a la naturaleza del asunto, por las 

siguientes razones: 

El artículo 46 de la Ley 1395 de 2010, modificó el artículo 12 del C.P.T. y determinó que 

“Los jueces municipales de pequeñas causas y competencia múltiple, donde existen, conocen 

en única instancia de los negocios cuya cuantía no exceda del equivalente a veinte (20) veces 

el salario mínimo legal mensual vigente”. 

Por su parte, el artículo 13 del C.P.T. establece que “De los asuntos que no sean susceptibles 

de fijación de cuantía, conocerán en primera instancia los jueces del trabajo, salvo disposición 

expresa en contrario”. 

Las normas anteriores son de carácter procesal y, conforme el artículo 13 del C.G.P. “Son de 

orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán ser 

derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización 

expresa de la ley”. 

Al realizar el estudio de la presente demanda, observa el Despacho que en ella se pretende: 
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“1. Declarar la violación al debido proceso por los argumentos antes expuestos, al no 
permitir la representación de los dos representantes del sindicato al que pertenezco y 
la respuesta de los recursos de manera extemporánea. 
 
2. Derogar en su integridad la sanción disciplinaria que se me impuso violando el debido 
proceso. 
 
(…) 
 
8. Conminar a los aquí demandados a cesar los ataques en mi contra y cumplir nuestro 
ordenamiento jurídico. 
 
9. Conminar a los aquí demandados a no tomar medidas disciplinarias, laborales en mi 
contra por realizar esta acción judicial. 
 
10. Solicito respetuosamente se investigue se le dé el debido proceso de defensa y 
contradicción a la empresa Brinks de Colombia y a los aquí demandados (…) por 
violación a nuestro ordenamiento jurídico, si encuentran mérito realizar las sanciones 
correspondientes, si su despacho no es el compete sírvase compulsar copias a la entidad 
competente. 
 
11. De igual manera se realicen los mismos actos del numeral anterior de este cuadro 
petitorio por no respetar los derechos fundamentales de los trabajadores, siendo esta 
conducta una clara tentativa a la vida, salud y dignidad humana de dichos trabajadores, 
dado que no cumple la ordenanza que estipula nuestro ordenamiento jurídico, si se 
encuentran merito sancionar a la razón social Brinks de Colombia S.A. y a los aquí 
demandados por violación a nuestro ordenamiento jurídico.” 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, considera el Despacho que las pretensiones encaminadas a 

que se declare la violación al debido proceso, a que se derogue la sanción disciplinaria, a 

que no se tomen medidas disciplinarias y, a que se sancione a los demandados, constituyen 

obligaciones de hacer, no susceptibles de fijación de cuantía, razón por la que su 

estudio, así como las obligaciones accesorias que puedan derivarse de ellas, no 

corresponden a un proceso de única instancia sino a un proceso de primera instancia, para 

el cual carece de competencia funcional este Juzgado. 

 

Ahora bien, si en gracia de discusión se estudiara la cuantía de las demás pretensiones 

pecuniarias, se llegaría a la misma conclusión de que no es posible darle a la demanda el 

trámite de un proceso ordinario laboral de única instancia, por las siguientes razones: 

 

Como bien se sabe, en materia laboral no existe norma para definir la cuantía, razón por la 

cual, en virtud de la analogía establecida en el artículo 145 del C.P.T., es necesaria la 

remisión al artículo 26 del C.G.P., el cual dispone en su numeral 1º que la determinación de 

la cuantía se efectuará “(P)or el valor de todas las pretensiones al tiempo de la demanda, sin 

tomar en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios que se 

causen con posterioridad a su presentación”. 
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Al estudiar el acápite de “Peticiones”, se observa que FERNELY ARABA OLAYA pretende se 

condene a BRINKS DE COLOMBIA S.A. al pago de: 

 

“3. Reintegrarme los valores económicos dejados de percibir por dicha sanción 
disciplinaria. 
 
4. Dado que esta sanción disciplinaria afectó la liquidación de mis cesantías que debían 
consignarse el 14 de febrero de 2021, se realice la multa correspondiente al pago de 
manera deficitaria de cesantías y la aplicación de los efectos contenidos en el numeral 
3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990. 
 
5. Basado en la comprobación del numeral cuatro (4) de este acápite hasta la fecha de 
impetrar esta acción judicial existe una mora de 485 días para la liquidación de lo que 
ordena el artículo 99 de ley 50 de 1990. 
 
6. Si por las condiciones y la congestión judicial esta demanda no logra resolverse antes 
de ser consignadas las cesantías e intereses que se deben causar del año 2022, se realice 
la multa correspondiente al pago de manera deficitaria de cesantías y la aplicación de 
los efectos contenidos en el numeral 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990 (…)”. 

 

Teniendo en cuenta lo expresado por la parte actora, y efectuados los cálculos matemáticos 

de rigor, se tiene que el valor de las pretensiones a la fecha de la presentación de la 

demanda, esto es, al 28 de junio de 2022, asciende a un total de $24.517.806 conforme se 

observa en la siguiente liquidación: 

 

 

 

Por lo tanto, no es posible darle a la presente demanda el trámite de un proceso ordinario 

laboral de única instancia, por exceder las pretensiones la suma de $20.000.000 que 

corresponde a los 20 SMLMV (año 2022) fijados como límite por el legislador para la 

competencia de este Juzgado. 

 

2022-00484

FECHA DE PRESENTACION DE LA DEMANDA 28/06/2022

CONTRATO INDEFINIDO * Hecho  1

DESDE 18/07/2016 * Hecho  1

HASTA VIGENTE

ACTUALIZACIÓN DE SALARIOS

AÑO SALARIO IPC ANUAL INCREMENTO VALOR

2016 1.244.490 4,09% 50.900 1.295.390

2017 1.295.390 3,18% 41.193 1.336.583

2018 1.336.583 3,80% 50.790 1.387.373

2019 1.387.373 1,61% 22.337 1.409.710

2020 1.409.710 5,62% 79.226 1.488.936

2021 1.488.936 N/A N/A N/A

*El va lo r inic ia l de l s a la rio  s e  to ma de l co ntra to  de  traba jo  (fo lio  25) y para  lo s  año s  s iguientes  s e  incrementa  co nfo rme a l IP C 

INDEMNIZACIÓN MORATORIA ART. 99 LEY 50

CESANTÍAS DESDE HASTA DÍAS SALARIO DIA SUBTOTAL SUBTOTAL

2021 15/02/2021 28/06/2022 494 49.631 24.517.806 24.517.806
*P etic ió n 4

GRAN TOTAL 24.517.806
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Valga señalar que, si bien en el acápite de “Procedimiento, Competencia y Cuantía” se 

expresa que se trata de un proceso de “mínima cuantía”, no es la estimación de la cuantía 

que hace el demandante la que determina el procedimiento aplicable, ni tampoco el tipo de 

procedimiento que aquel indique, sino, el estudio de la naturaleza y del valor de las 

pretensiones que realiza el Juez al momento de decidir sobre la admisión de la demanda.  

 

Lo contrario conllevaría a desconocer el artículo 13 del C.G.P. y permitir que el artículo 26 

del C.G.P. sea sustituido por la voluntad del promotor del proceso, quien, con la mera 

consignación de una suma determinada en el acápite de cuantía, o con el señalamiento 

erróneo del trámite procedente, podría abrogarse la facultad de escoger, a su arbitrio, el 

procedimiento aplicable a su caso, e incluso, el Juez que habría de conocerlo. Máxime si se 

tiene en cuenta, que tal eventualidad haría nugatorio el derecho de las partes a la doble 

instancia, afectando prerrogativas superiores como lo son el debido proceso y el acceso a 

la administración de justicia.  

 

En consecuencia, con fundamento en el inciso 2º del artículo 90 del C.G.P., y el inciso 1º de 

los artículos 16 y 138 del C.G.P., se rechazará la presente demanda y se ordenará su 

remisión a los Juzgados Laborales del Circuito de Bogotá, en quienes recae la competencia 

según el artículo 13 del C.P.T., o en su defecto, el artículo 46 de la Ley 1395 de 2010 que 

modificó el artículo 12 del C.P.T. 

 

En caso de que el Juzgado del Circuito discrepe de lo señalado en esta providencia, lo 

procedente será que proponga el conflicto negativo de competencia en los términos del 

artículo 139 del C.G.P., y del numeral 5º literal B del artículo 15 del C.P.T. modificado por el 

artículo 10 de la Ley 712 de 2001. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho dispone: 

 

PRIMERO: RECHAZAR por falta de competencia funcional en razón a la naturaleza del 

asunto, la demanda presentada por FERNELY ARABA OLAYA en contra de BRINKS DE 

COLOMBIA S.A. y OTROS. 

 

SEGUNDO: REMITIR la demanda a la OFICINA JUDICIAL DE REPARTO, para que sea 

repartida entre los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, previa la 

desanotación en el libro radicador.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

27 de octubre de 2022 
_____________________________________________ 

 Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 128 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022, al Despacho de la Juez, la 

presente DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, asignada por reparto, 

radicada bajo el número 11001-41-05-008-2022-00531-00, de LUIS ÁNGEL BOADA en 

contra de SEPPI S.A.S., la cual consta de 50 páginas, incluida la hoja de reparto, todas ellas 

electrónicas. Sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 723 

Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022 

 

Encontrándose el Despacho en el estudio de la demanda, advierte que es menester 

rechazarla por falta de competencia, por las siguientes razones: 

 

El artículo 46 de la Ley 1395 de 2010, modificó el artículo 12 del C.P.T. y determinó que 

“Los jueces municipales de pequeñas causas y competencia múltiple, donde existen, conocen 

en única instancia de los negocios cuya cuantía no exceda del equivalente a veinte (20) veces 

el salario mínimo legal mensual vigente”. 

 

Por su parte, el artículo 13 del C.P.T. establece que “De los asuntos que no sean susceptibles 

de fijación de cuantía, conocerán en primera instancia los jueces del trabajo, salvo disposición 

expresa en contrario”. 

 

Las normas anteriores son de carácter procesal y, conforme el artículo 13 del C.G.P. “Son de 

orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán ser 

derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización 

expresa de la ley”. 

 

Al realizar el estudio de la demanda instaurada por LUIS ÁNGEL BOADA en contra de 

SEPPI S.A.S., observa el Despacho que en los hechos se informan conductas constitutivas 
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de “culpa patronal”, de conformidad con el artículo 216 del C.S.T. En concordancia con ello, 

en las pretensiones se pide: 

 

“DÉCIMO: Que se declare que la sociedad SEPPI S.A.S., en calidad de empleador, no 
cumplió con su deber legal de afiliación al Sistema Integral de Seguridad Social. 
 
UNDÉCIMO: Que se declare que el señor LUIS ÁNGEL BOADA no fue afiliado por la 
sociedad SEPPI S.A.S. a la ARL y, por el contrario, estaba afiliado bajo la figura de 
contratista independiente. 
 
DUODÉCIMO: Que se declare que el día 30 de diciembre de 2021, cerca de las 9:20 am, 
el señor LUIS ÁNGEL BOADA sufrió un accidente de trabajo, generándole una fuerte 
lesión en el dedo anular de la mano derecha, esto, cuando se encontraba, junto con otros 
compañeros, trasladando hacia un contenedor una serie de andamios cuya longitud 
comprendía de 10 a 15 metros y contaba con un peso de 100 a 200kg. 
 
(…) 
 
DECIMOCUARTO: Que se declare que el señor LUIS ÁNGEL BOADA se vio seriamente 
afectado tanto emocional como físicamente, pues no pudo desempeñar por un buen 
periodo de tiempo sus actividades cotidianas de manera normal. 
 
DECIMOQUINTO: Que se declare que la sociedad SEPPI S.A.S. es responsable del 
accidente laboral ocurrido el día 30 de diciembre de 2021, bajo los presupuestos del 
artículo 216 del CST, por no haber afiliado al LUIS ÁNGEL BOADA al sistema de riesgos 
laborales mediante una Administradora de Riesgos Laborales y por haber incurrido en 
violación (por omisión) de las normas sobre salud ocupacional y seguridad industrial, 
que obligan a los empleadores a adoptar las medidas de prevención, salud ocupacional 
y riesgo laborales.” 

 

Con base en lo expuesto, considera el Despacho que las pretensiones encaminadas a que se 

declare una presunta culpa del empleador en el accidente de trabajo sufrido por el 

demandante, constituye una obligación de hacer, no susceptible de fijación de cuantía, 

razón por la que su estudio, así como el estudio de las obligaciones accesorias que puedan 

derivarse de la misma, no corresponde a un proceso de única instancia sino a uno proceso 

de primera instancia, para el cual carece de competencia funcional este Juzgado.  

 

Valga decir que, si bien en el acápite de “Competencia y cuantía” se expresa que la cuantía 

de las pretensiones es de “$18.381.802”, lo cierto es que no es la estimación de la cuantía 

que hace el demandante la que determina el procedimiento aplicable, ni tampoco el tipo de 

procedimiento que se indique en el acápite correspondiente, sino, el estudio de la 

naturaleza de las pretensiones que realiza el Juez al momento de decidir sobre la admisión 

de la demanda. 

 

Lo contrario conllevaría a desconocer el artículo 13 del C.G.P. y permitir que el artículo 13 

del C.P.T. sea sustituido por la voluntad del promotor del proceso, quien, con la mera 

consignación de una suma determinada en el acápite de cuantía, o con el señalamiento 

erróneo del trámite procedente, podría abrogarse la facultad de escoger, a su arbitrio, el 
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procedimiento aplicable a su caso, e incluso, el Juez que habría de conocerlo. Máxime si se 

tiene en cuenta que, tal eventualidad haría nugatorio el derecho de las partes a la doble 

instancia, afectando prerrogativas superiores como lo son el debido proceso y el acceso a 

la administración de justicia.  

 

Por lo expuesto y con fundamento en el inciso 2º del artículo 90 del C.G.P., se rechazará la 

demanda y se ordenará su remisión a los Juzgados Laborales del Circuito de Bogotá, en 

quienes recae la competencia según el artículo 13 del C.P.T. 

 

En caso de que el Juzgado del Circuito discrepe de lo señalado en esta providencia, lo 

procedente será que proponga el conflicto negativo de competencia en los términos del 

artículo 139 del C.G.P., y del numeral 5º literal B del artículo 15 del C.P.T. modificado por el 

artículo 10 de la Ley 712 de 2001. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho dispone: 

 

PRIMERO: RECHAZAR por falta de competencia funcional en razón a la naturaleza del 

asunto, la demanda ordinaria laboral presentada por LUIS ÁNGEL BOADA en contra de 

SEPPI S.A.S. 

 

SEGUNDO: REMITIR la demanda a la OFICINA JUDICIAL DE REPARTO, para que sea 

repartida entre los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, previa la 

desanotación en el libro radicador. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 

 

 

 
 

JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 
BOGOTÁ D.C. 

 Hoy:  
27 de octubre de 2022 

_____________________________________________ 
   Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 128 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL.- Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022, al Despacho de la Juez, la 

presente DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, asignada por reparto, 

radicada bajo el número 11001-41-05-008-2022-00584-00, de ROMER ENRIQUE DÍAZ 

LÓPEZ y RONIS JOSÉ ATENCIA RÍOS en contra de BRINKS DE COLOMBIA S.A. y OTROS, 

la cual consta de 118 folios, incluida la hoja de reparto. Pendiente por resolver. Sírvase 

proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 724 

Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022 

 

Encontrándose el Despacho en el estudio de la demanda, advierte que es menester 

rechazarla por falta de competencia funcional en razón a la naturaleza del asunto, por las 

siguientes razones: 

 

El artículo 46 de la Ley 1395 de 2010, modificó el artículo 12 del C.P.T. y determinó que 

“Los jueces municipales de pequeñas causas y competencia múltiple, donde existen, conocen 

en única instancia de los negocios cuya cuantía no exceda del equivalente a veinte (20) veces 

el salario mínimo legal mensual vigente”. 

 

Por su parte, el artículo 13 del C.P.T. establece que “De los asuntos que no sean susceptibles 

de fijación de cuantía, conocerán en primera instancia los jueces del trabajo, salvo disposición 

expresa en contrario”. 

 

Las normas anteriores son de carácter procesal y, conforme el artículo 13 del C.G.P. “Son de 

orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán ser 

derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización 

expresa de la ley”. 

 

Al realizar el estudio de la demanda, observa el Despacho que, los demandantes ROMER 

ENRIQUE DÍAS LÓPEZ y RONIS JOSE ATENCIA RIOS informan en los hechos que fueron 
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elegidos como “presidente” y “vicepresidente” del SINDICATO NACIONAL DE 

TRABAJADORES DE LA EMPRESA BRINKS DE COLOMBIA – SINTRABRINKS; así mismo, en 

los hechos denuncian conductas que consideran vulneradoras de su garantía de fuero 

sindical, al señalar que el demandado sin orden judicial trasladó al demandante del lugar 

de trabajo donde prestaba sus servicios, a saber:  

 
“Segundo. Nuestra sede de trabajo está ubicada CALLE 19 A No. 69 B –47 ZONA 
INDUSTRIAL DE MONTEVIDEO (BOGOTA), al momento de ser electos como directivos 
sindicales. 
 
Tercero. De manera temeraria la semana comprendida entre el 20 al 26 de junio de 
2022 el empleador y sus representantes pretenden trasladar del sitio de trabajo ubicado 
en la calle 19 A N° 69 B - 47 Barrio las granjas en la ciudad de Bogotá al compañero 
RONIS JOSÉ ATENCIA RÍOS, a otros establecimientos de la misma empresa, sin justa 
causa, previamente calificada por el juez del trabajo, es decir la sede de Toberin ubicada 
en la CARRERA 20 N° 166 -64 barrio Toberin en la ciudad de Bogotá. 
(…) 
Quinto. La semana comprendida entre el 27 – 06 - 2022 y 02 – 07 - 2022, los aquí 
demandados reinciden en trasladar al señor RONIS JOSE ATENCIA RIOS 
(vicepresidente) de su sede de trabajo a otros establecimientos de la misma empresa o 
a un municipio distinto, sin justa causa, previamente calificada por el juez del trabajo. 
(…) 
Séptimo. De manera temeraria los sujetos procesales aquí demandados trasladan al 
señor ATENCIA (vicepresidente) sin orden judicial previamente autorizada por un juez 
laboral a otro establecimiento de la empresa sin que medie dicha autorización violaron 
nuestro ordenamiento jurídico específicamente el artículo 405 de la norma laboral, y 
aunque el señor ATENCIA se presentó en el lugar de trabajo a la hora señalada, aunque 
este no fuera el habitual como se puede corroborar en el circuito cerrado de televisión, 
sistema biométrico y varios testigos.” 

 

En concordancia con ello, en las pretensiones se pide lo siguiente:  

 
“1. Asignar la garantía de fuero sindical que ostenta el señor RONIS JOSÉ ATENCIA 
RÍOS y con ello todas las garantías que emana nuestro ordenamiento jurídico. 
 
2. Conminar a los aquí demandados cumplir nuestro ordenamiento jurídico, en especial 
las garantías constitucionales y legales referentes al fuero sindical, en especial el 
artículo 405 de la norma laboral. 
 
3. Conminar a los aquí demandados a cesar los ataques en mi contra por ser directivo 
sindical. 
 
4. Conminar a los aquí demandados a no tomar medidas disciplinarias, laborales en 
contra del señor ATENCIA por realizar esta acción judicial. 
 
5. Solicito respetuosamente se investigue se le dé el debido proceso de defensa y 
contradicción a la empresa Brinks de Colombia (…), por violación a nuestro 
ordenamiento jurídico. 
 
6. De igual manera se realicen los mismos actos del numeral anterior de este cuadro 
petitorio por no respetar los derechos fundamentales de los trabajadores, siendo esta 
conducta una clara tentativa a la vida, salud y dignidad humana de dichos trabajadores, 
dado que no cumple la ordenanza que estipula nuestro ordenamiento jurídico, si se 
encuentran merito sancionar a la razón social Brinks de Colombia S.A. y a los aquí 
demandados por violación a nuestro ordenamiento jurídico.” 
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Con base en lo expuesto, considera el Despacho que la pretensión encaminada a que se 

proteja la garantía de fuero sindical contemplada en el artículo 405 del C.S.T., constituye 

una obligación de hacer, no susceptible de fijación de cuantía, razón por la que su 

estudio, así como el estudio de las obligaciones accesorias que puedan derivarse de la 

misma, no corresponde a un proceso de única instancia sino a un proceso de primera 

instancia, para el cual carece de competencia funcional este Juzgado. 

 

Además, se debe tener en cuenta que, cuando el demandante pretende la protección de sus 

derechos alegando que está amparado por el fuero sindical, la demanda debe tramitarse 

conforme lo establecido en el artículo 118 del C.P.T., esto es:  

 

“ARTÍCULO 118. DEMANDA DEL TRABAJADOR. <Artículo modificado por el artículo 48 
de la Ley 712 de 2001. El nuevo texto es el siguiente:> La demanda del trabajador 
amparado por el fuero sindical, que hubiere sido despedido o desmejorado en sus 
condiciones de trabajo o trasladado sin justa causa previamente calificada por el 
juez laboral, se tramitará conforme al procedimiento señalado en los artículos 
113 y siguientes.” (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 

Por su parte, el artículo 117 del C.P.T, señala:  

 

“ARTICULO 117. APELACION.  <Artículo modificado por el artículo 47 de la Ley 712 de 
2001. El nuevo texto es el siguiente:> La sentencia será apelable en el efecto 
suspensivo. El Tribunal decidirá de plano dentro de los cinco (5) días siguientes al en 
que sea recibido el expediente.” (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 

Como se puede observar, el artículo 117 del C.P.T. establece que, contra la sentencia que 

pone fin a la actuación, procede el recurso de apelación; no obstante, los procesos que se 

adelantan ante los Juzgados de Pequeñas Causas Laborales, son de única instancia, lo que 

significa, según el artículo 72 del C.P.T., que no procede recurso alguno contra la sentencia; 

circunstancia que confirma la tesis de que las demandas del trabajador amparado por el 

fuero sindical no pueden tramitarse bajo el procedimiento de única instancia. 

 

Valga señalar que, si bien en el acápite de “Procedimiento, Competencia y Cuantía” se 

expresa que se trata de un proceso de “mínima cuantía”, lo cierto es que no es la estimación 

de la cuantía que hace el demandante la que determina el procedimiento aplicable, ni 

tampoco el tipo de procedimiento que aquel indique, sino, el estudio de la naturaleza y del 

valor de las pretensiones que realiza el Juez al momento de decidir sobre la admisión de la 

demanda. 

 

Lo contrario conllevaría a desconocer el artículo 13 del C.G.P. y permitir que el artículo 13 

del C.P.T. sea sustituido por la voluntad del promotor del proceso, quien, con la mera 

consignación de una suma determinada en el acápite de cuantía, o con el señalamiento 
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JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

27 de octubre de 2022 
_____________________________________________ 

 Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 128 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria  

erróneo del trámite procedente, podría abrogarse la facultad de escoger, a su arbitrio, el 

procedimiento aplicable a su caso, e incluso, el Juez que habría de conocerlo. Máxime si se 

tiene en cuenta que, tal eventualidad haría nugatorio el derecho de las partes a la doble 

instancia, afectando prerrogativas superiores como lo son el debido proceso y el acceso a 

la administración de justicia.  

 

Por lo expuesto, con fundamento en el inciso 2º del artículo 90 del C.G.P., se rechazará la 

demanda y se ordenará su remisión a los Juzgados Laborales del Circuito de Bogotá, en 

quienes recae la competencia según el artículo 13 del C.P.T., o en su defecto, según los 

artículos 114 a 118 del C.P.T. 

 

En caso de que el Juzgado del Circuito discrepe de lo señalado en esta providencia, lo 

procedente será que proponga el conflicto negativo de competencia en los términos del 

artículo 139 del C.G.P., y del numeral 5º literal B del artículo 15 del C.P.T. modificado por el 

artículo 10 de la Ley 712 de 2001. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho dispone: 

 

PRIMERO: RECHAZAR por falta de competencia funcional en razón a la naturaleza del 

asunto, la demanda presentada por ROMER ENRIQUE DÍAZ LÓPEZ y RONIS JOSÉ 

ATENCIA RÍOS en contra de BRINKS DE COLOMBIA S.A. y OTROS. 

 

SEGUNDO: REMITIR la demanda a la OFICINA JUDICIAL DE REPARTO, para que sea 

repartida entre los JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, previa la 

desanotación en el libro radicador.  

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 
 
 
 

 

 

 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL- Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022, al Despacho de la Juez, la 

presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, radicada bajo el 

número 11001-41-05-008-2022-00599-00, de la A.F.P. PORVENIR S.A. en contra de 

TEJIDOS DE MECMOR S.A.S., informando que la apoderada de la parte demandante, 

interpone recurso de reposición en contra del Auto que negó el mandamiento de pago. 

Pendiente por resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 722 

Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022 

 

La apoderada de la parte demandante, Dra. BRENDA VANESSA FLOREZ COCOMA, 

mediante memorial del 28 de septiembre de 2022 interpone recurso de reposición en 

contra del Auto Interlocutorio No. 633 del 26 de septiembre de 2022, por medio del cual se 

negó el mandamiento de pago. 

 

Solicita la recurrente se revoque la providencia atacada y, en su lugar, se dé trámite a la 

demanda, librando el mandamiento de pago. Para fundamentar su petición, señala que, la 

AFP demandante sí ejerció las acciones persuasivas conforme el artículo 12 de la 

Resolución 2082 de 2016, y adjunta una guía de envío para acreditar tal circunstancia, por 

lo que afirma, el demandado tiene pleno conocimiento de la deuda y, por ende, se debe dar 

aplicación al principio constitucional de buena fe.  

 

CONSIDERACIONES 

 

El recurso de reposición tiene como propósito que el Operador Judicial vuelva sobre la 

decisión adoptada para que la revoque o reforme, dictando en su lugar una nueva. Sobre su 

procedencia el artículo 63 del C.P.T. establece: “El recurso de reposición procederá contra 

los autos interlocutorios, se interpondrá dentro de los dos días siguientes a su notificación 

cuando se hiciere por estados…”.  
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En el presente caso, se observa que el recurso de reposición fue elevado dentro del término 

legal correspondiente, esto es, dentro de los dos días siguientes a la notificación por estado 

del Auto del 26 de septiembre de 2022; así como también está dirigido en contra de una 

providencia que tiene el carácter de interlocutoria, en tanto negó el mandamiento de pago. 

 

No obstante, desde ya debe decirse que no se encuentran motivos que conlleven a variar la 

decisión adoptada en el Auto recurrido, por las razones que pasan a exponerse.   

 

La inconformidad de la parte demandante radica en la aplicación de los estándares de cobro 

previstos en la Resolución 2082 de 2016 como requisito previo para iniciar la acción 

judicial de cobro de los aportes dejados de cancelar por los empleadores al Sistema General 

de Pensiones. 

 

Al respecto, es importante señalar que, en la providencia que se ataca, la Resolución 2082 

de 2016 fue aplicada por mandato del parágrafo 1º del artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, 

según el cual, corresponde a las administradoras del Sistema de Protección Social (sin 

hacer ninguna distinción) continuar adelantando las acciones de cobro de la mora 

registrada de sus afiliados, para lo cual, es su obligación aplicar los estándares de procesos 

que fije la UGPP; estándares que, precisamente, se encuentran contenidos en la Resolución 

2082 de 2016.  

 

En otras palabras, siguiendo la literalidad del parágrafo 1º del artículo 178 de la Ley 1607 

de 2012, solo cuando la UGPP adelanta el cobro directamente en aquellos casos en que 

considere conveniente hacerlo, “no se requieren actuaciones persuasivas previas por parte 

de las administradoras”, de lo contrario, si son estas últimas las que adelantan el cobro 

“estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la UGPP”. 

 

Bajo ese panorama, es evidente que la Resolución 2082 de 2016 no puede aplicarse, en 

ninguna circunstancia, por encima de lo establecido en la Ley 100 de 1993, pues aquella es 

de una menor jerarquía normativa. Sin embargo, nótese que, en el sub examine, la dicotomía 

no surge de la aplicación de una u otra de tales normas, sino, en realidad, de la aplicación 

de lo previsto en la Ley 100 de 1993 (artículo 24) versus lo previsto en la Ley 1607 de 2012 

(artículo 178); disposiciones reguladas, la primera, en el artículo 5º del Decreto 2633 de 

1994, y la segunda, en la Resolución 2082 de 2016.  

 

Dicho fenómeno jurídico ha sido denominado por la jurisprudencia constitucional como 

una antinomia entre disposiciones jurídicas, entendiéndose la misma como: 
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“(…) la situación en que se encuentran dos disposiciones pertenecientes a un mismo 

sistema normativo que, concurriendo en los ámbitos temporal, espacial, personal y de 

validez, reconocen consecuencias jurídicas incompatibles entre sí a determinado 

supuesto fáctico, resultando imposible su aplicación simultánea.”1 

 

Así las cosas, a efectos de determinar cuál de las dos normas es aplicable al caso concreto, 

cabe recordar lo expuesto por la Corte Constitucional en la sentencia C-451 de 2015, donde 

en observancia de lo previsto en las Leyes 57 y 153 de 1887 y en la jurisprudencia de esa 

Corporación, recalcó que existen cuando menos tres criterios hermenéuticos para 

solucionar los conflictos que se presenten entre leyes, los cuales son: 

 

“(i) el criterio jerárquico, según el cual la norma superior prima o prevalece sobre la 

inferior (lex superior derogat inferiori); (ii) el criterio cronológico, que reconoce la 

prevalencia de la norma posterior sobre la anterior, esto es, que en caso de 

incompatibilidad entre dos normas de igual jerarquía expedidas en momentos distintos 

debe preferirse la posterior en el tiempo (lex posterior derogat priori); y (iii) el criterio 

de especialidad, según el cual la norma especial prima sobre la general (lex specialis 

derogat generali). Con respecto a este último criterio, se sostiene que, en tales casos, no 

se está propiamente ante una antinomia, en razón a que se entiende que la norma 

general se aplica a todos los campos con excepción de aquél que es regulado por la 

norma especial, con lo cual las mismas difieren en su ámbito de aplicación.   

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al presente asunto, se evidencia que se está 

ante dos normas que tienen la misma jerarquía normativa, al tratarse de dos leyes 

ordinarias, a través de las cuales, por un lado, se crea el sistema de seguridad social integral 

(Ley 100 de 1993), y por el otro, se expiden normas en materia tributaria (Ley 1607 de 

2012), por lo que, frente al criterio jerárquico, no hay lugar a aplicar alguna de manera 

prevalente.  

 

En lo que respecta al criterio cronológico, debe decirse que, mientras la Ley 100 de 1993 

fue expedida el 23 de diciembre de 1993, la Ley 1607 de 2012 lo fue el 26 de diciembre del 

2012, por lo que podría decirse que es dable aplicar esta última de manera preferente.  

 

Sin embargo, en adición a lo anterior, importa igualmente señalar que, bajo el principio de 

especialidad, también son las previsiones del artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las que 

deben aplicarse preferentemente sobre lo indicado en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 

 

En efecto, frente al procedimiento para el cobro de aportes pensionales adeudados, el 

artículo 24 de la Ley 100 de 1993 señala que el mismo debe seguirse de acuerdo con la 

reglamentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional; reglamentación que se 

encuentra materializada en el artículo 5º del Decreto 2633 de 1994, únicamente.  

 
1 Sentencia C-439 de 2016 
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Contrario sensu, frente al mismo tema de cobro de aportes en mora, el parágrafo 1º del 

artículo 178 de la Ley 1607 de 2012 establece que, las administradoras en desarrollo de 

esas acciones de cobro están obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la UGPP, 

los cuales fueron inicialmente establecidos en la Resolución 444 de 2013, pero ésta fue 

subrogada por la Resolución 2082 de 2016, que se encuentra actualmente vigente.  

 

De conformidad con lo anterior, se tiene entonces que, si bien frente al mismo eje temático 

-acción de cobro de aportes pensionales en mora-, existen dos normas de igual jerarquía 

normativa que pueden ser aplicables al caso concreto, lo cierto es que la Ley 1607 de 2012 

en su artículo 178, con la reglamentación contenida en la Resolución 2082 de 2016, resulta 

aplicable de manera preferente, no solo por haber sido expedida con posterioridad a la Ley 

100 de 1993 y su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, sino, además, porque implica un 

ejercicio mucho más específico en lo que respecta al trámite de cobro previo al inicio de la 

acción ejecutiva laboral. 

 

Lo anterior, habida cuenta que, por virtud del parágrafo 1º del artículo 178 de la Ley 1607 

de 2012 se cuenta con toda una Resolución que consigna las pautas, estándares y 

lineamientos para adelantar las acciones de cobro en cabeza de las Administradoras de 

Fondos de Pensiones; mientras que por virtud de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 

100 de 1993, tan solo se cuenta con el artículo 5º del Decreto 2633 de 1994 que, de manera 

más general, prevé los requisitos para ejercer las acciones de cobro.  

 

Dicha circunstancia evidencia que la Ley 1607 de 2012 comporta con mayor especialidad 

la regulación del tema que nos ocupa, motivo por el cual su aplicación resulta preferente, y, 

por ende, es el cumplimiento de los requisitos de que trata la Resolución 2082 de 2016 lo 

que habilita la posibilidad de librar el mandamiento de pago solicitado.  

 

En este punto cabe resaltar que, si bien el artículo 5º del Decreto 2633 de 1994 se encuentra 

compilado en el Decreto Único Reglamentario 1833 de 2016, norma que fue expedida el 10 

de noviembre de 2016, esto es, con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 1607 

de 2012 y de la Resolución 2082 de 2016 (06 de octubre de 2016), lo cierto es que esta 

situación no permite enervar los argumentos que frente al criterio cronológico y de 

especialidad se establecieron líneas atrás.  

 

En efecto, según se desprende de los propios antecedentes de dicho Decreto, el mismo tiene 

como función compilar normas reglamentarias preexistentes que se encuentran vigentes, a 

efectos de mantener actualizado el ordenamiento jurídico, y, en tal sentido, dicha tarea 
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implica “la simple actualización de la normativa compilada, para que se ajuste a la realidad 

institucional y a la normativa vigente”.  

 

En virtud de ello, se observa que el artículo 2.2.3.3.8 del Decreto 1833 de 2016 reproduce 

de manera exacta el artículo 5º del Decreto 2633 de 1994, cambiando únicamente la 

expresión “Superintendencia Bancaria” por “Superintendencia Financiera de Colombia”, a 

efectos de actualizar la norma a la realidad institucional, sin que de ello sea dable si quiera 

inferir que aquél haya modificado la norma inicial o incluido una nueva disposición, que 

pueda ser considerada como de aplicación prevalente, bien por el criterio cronológico, ora 

por el criterio de especialidad, motivo por el cual mantiene el Juzgado la consideración de 

que la Ley 1607 de 2012 es de aplicación preferente sobre la Ley 100 de 1993.  

 

Bajo ese entendido, resulta claro que la obligación contenida en el parágrafo 1º del artículo 

178 de la ley 1607 de 2012 es de estricta observancia y, dado que dicha norma remite 

directamente a la Resolución 2082 de 2016 expedida por la UGPP, es por lo que se 

encuentra ajustada a derecho la exigencia que este Juzgado hace del cumplimiento de los 

requisitos allí previstos para la constitución del título ejecutivo complejo, a saber, (i) la 

liquidación que presta mérito ejecutivo expedida por la A.F.P. y (ii) las acciones persuasivas 

que implican requerir al deudor como mínimo dos veces en determinados períodos de 

tiempo, tal como se expuso en el Auto que negó el mandamiento de pago. 

 

En ese orden, de no encontrarse acreditado el cumplimiento de las condiciones y términos 

previstos en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 2016, no habrá certeza sobre la 

exigibilidad de la obligación contenida en el título ejecutivo complejo que sirve de base para 

la solicitud de ejecución por vía jurisdiccional y, en consecuencia, la obligación pretendida 

por el ejecutante no estará ajustada a las previsiones del artículo 422 del C.G.P. 

 

En este punto es necesario hacer énfasis acerca de la naturaleza jurídica del título ejecutivo 

para el cobro de los aportes pensionales en mora. 

 

Por vía jurisprudencial se ha establecido de manera unánime que, en tratándose del cobro 

por vía ejecutiva de aportes al Sistema de Seguridad Social en Pensiones, es indispensable 

aportar al expediente los documentos que conforman un título ejecutivo complejo, 

habida cuenta que, no es dable considerar que el título corresponde únicamente a la 

liquidación elaborada por la administradora, así ésta per se preste mérito ejecutivo. 

 

Al respecto, se trae a colación lo señalado por la Sala Laboral del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá en Auto del 12 de mayo de 2015, con ponencia del Magistrado 

Diego Roberto Montoya Millán, en donde se señaló: 
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“La norma recién citada permite concebir el requerimiento previo como requisito de 

procedibilidad para poder iniciar la acción ejecutiva para el cobro de aportes al sistema 

de seguridad social en pensiones, de manera tal que sin la satisfacción de ese requisito 

no es viable la ejecución, es decir, tanto el requerimiento previo como la consiguiente 

liquidación efectuada por la entidad conforman un título ejecutivo complejo o 

compuesto.” 

 

En igual sentido, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, con 

ponencia del Magistrado Jorge Eduardo Ramírez Amaya, en Auto proferido dentro del 

expediente con radicación No. 760013105000220140077801, recalcó: 

 

“Según las normas en cita, el título ejecutivo para el cobro de los aportes obligatorios 

de pensiones, es un complejo y se encuentra constituido por: 

1. La liquidación de los aportes adeudados elaborada por el fondo de pensiones (…) 

2. La prueba de haberse hecho el respectivo requerimiento al empleador moroso”. 

 

Dentro de esa misma Corporación, el Magistrado Germán Varela Collazos, en Autos del 26 

de julio de 2019, dentro de los expedientes con radicados Nos. 76001-31-05-017-2018-

00794-01, 76001-31-05-017-2018-00660-01 y 76001-31-05-006-2018-00007-01, frente 

al trámite de cobro de los aportes pensionales en mora, resaltó que el título ejecutivo base 

de la ejecución debe ser complejo, para que la obligación cumpla con el requisito de 

exigibilidad. 

 

Con base en lo anterior, no son de recibo los argumentos de la recurrente tendientes a 

señalar que las comunicaciones de cobro persuasivo no son necesarias para conformar el 

título ejecutivo complejo. Por el contrario, para el Juzgado, aquellas sí comportan gran 

importancia, toda vez que, son precisamente las dos comunicaciones previstas en el 

artículo 12 de la Resolución 2082 de 2016, las que, junto con la liquidación, constituyen la 

unidad jurídica que se requiere para la existencia del título ejecutivo complejo, el cual sólo 

así estructurado, representa la obligación clara, expresa y exigible. 

 

De conformidad con lo expuesto, debe concluirse, que la A.F.P. PORVENIR S.A., teniendo la 

obligación de hacerlo, no acreditó dentro de la demanda ejecutiva la totalidad de 

documentos que componen el título ejecutivo complejo base de la ejecución solicitada, en 

los términos previstos en el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 y en el Capítulo 3º 

de su Anexo Técnico, norma aplicable al presente caso, en virtud de lo dispuesto en el 

parágrafo 1º del artículo 178 de la Ley 1607 de 2012.  

 

Ello por cuanto, si bien se allegó la liquidación que presta mérito ejecutivo con el detalle de 

los aportes pensionales adeudados por TEJIDOS DE MECMOR S.A.S., así como copia del 
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primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al empleador, éste no se realizó 

dentro del término previsto en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 2016, y tampoco se 

aportó el segundo contacto para cobro persuasivo previsto en la norma. 

 

Frente a lo anterior, la recurrente afirma que la A.F.P. PORVENIR S.A. sí realizó las acciones 

de cobro persuasivo de acuerdo con la Resolución 2082 de 2016, por lo que ha ejercido una 

idónea gestión de cobro de los aportes pensionales. Sin embargo, conviene realizar las 

siguientes precisiones:   

 

En primer lugar, debe resaltarse que, la manifestación elevada por la parte actora no puede 

entenderse como una subsanación de los yerros de que adolece el título, pues atendiendo a 

la naturaleza y la finalidad del proceso ejecutivo, que no es otra que la satisfacción de 

obligaciones insatisfechas y no su declaratoria, estas deben estar contenidas en un título 

que dé plena fe de su existencia por sí mismo; es decir, los documentos que se aportan para 

acreditar la conformación del título complejo deben dar cuenta de la existencia de la 

obligación con una claridad tal que no necesite explicaciones ni interpretaciones, pues ello 

implicaría entrar en un debate probatorio que no es propio del proceso ejecutivo.  

 

En segundo lugar, se le pone de presente a la parte actora que no es viable aportar los 

documentos faltantes para la conformación del título a través de recursos o, incluso, 

solicitar que ello se hiciere de manera oficiosa por parte del Juzgado, y así lo ha expresado 

la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá2, al señalar lo siguiente: 

 

“Es así que sea lo primero advertir que el título ejecutivo debe ser allegado como anexo 
de la demanda, máxime cuando como en el presente asunto la constitución de la 
complejidad del título ejecutivo emerge de la integralidad de todos los documentos que 
evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa y exigible, pues 
a diferencia del proceso ordinario laboral, en el trámite ejecutivo no hay 
oportunidad para la subsanación de los yerros evidenciados en el líbelo inicial y 
sus anexos, por lo que no resulta válida la entrega fraccionada de los documentos 
que se pretenden hacer valer para la ejecución pretendida. 
 
En punto de ello, no es válido que la parte ejecutante allegue con la alzada 
documentación para que ésta sea parte del título que al inicio pretendió ejecutar, más 
aún que en ésta instancia se revisa el ataque a la decisión del 19 de diciembre de 2017, 
data pretérita a la radicación de nuevos documentos.” (Negrillas y subrayas fuera del 
texto).  

 

En ese orden, no es procedente tener la guía de envío inmersa en el recurso de reposición 

como elemento constitutivo del título ejecutivo complejo, ya que todos los documentos que 

lo componen debieron aportarse desde la presentación de la demanda, y no con 

posterioridad.  

 
2 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Laboral. Auto del 26 de junio de 2018. Radicado No. 1100131050 39 2017 
00464 01. M.P.: Diego Fernando Guerrero Osejo. 
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Y, en tercer lugar, se resalta que, la guía de envío no puede ser tenida como el trámite del 

primer contacto para cobro persuasivo, pues corresponde a un requerimiento efectuado en 

el mes de marzo de 2022, esto es, con anterioridad a la expedición de la liquidación que 

presta mérito ejecutivo, en contravía del artículo 12 de la Resolución 2082 de 2016; además 

de que se desconoce el contenido de la comunicación enviada al empleador y, si cumple o 

no con los requisitos previstos en el Anexo Técnico. 

 

Lo anterior refuerza el argumento de que no se dio cumplimiento a las acciones de cobro 

persuasivo, en los términos y con las indicaciones previstas en la Resolución 2082 de 2016.   

 

Finalmente, importa poner de presente que, estando acreditado que la decisión de negar el 

mandamiento de pago se encuentra ajustada a derecho, no puede atribuírsele al Juzgado 

vulneración de derecho fundamental alguno, menos aún, el de la seguridad social de los 

afiliados, teniendo en cuenta que, le corresponde a la A.F.P. adelantar los procedimientos 

de cobro de los aportes en mora, sin que de ninguna manera pueda trasladarle a sus 

afiliados, y menos a la autoridad judicial, la responsabilidad por los trámites que no fueron 

efectuados en su momento, o por los que no se efectuaron en debida forma.  

 

Al respecto, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en la Sentencia SL-

537 del 19 de febrero de 2019, con ponencia del Magistrado Omar de Jesús Restrepo Ochoa, 

sostuvo lo siguiente: 

 

“(…) antes de que la administradora de pensiones traslade las consecuencias del no pago 
de los aportes al afiliado o sus beneficiarios, debe probar que, previamente cumplieron 
con su obligación de manera diligente, que no es otra sino las correspondientes 
acciones de cobro (…). Pues es responsabilidad de aquellas garantizar la 
efectividad de los derechos de los afiliados. (…) 
 
En ese orden, su labor no consiste en el simple recaudo de los aportes, sino que, como 
administrador de esos recursos, tiene la obligación legal de vigilancia, a fin de que estos 
se hagan efectivos aun ejerciendo, de ser necesario, las acciones coercitivas pertinentes. 
Como lo ha establecido esta corporación en la sentencia CSJ SL4539-2018 
rememorando la CSJ SL34270, 22 jul. 2008: 
 
Sobre este punto, la Sala desde la sentencia CSJ SL, 22 jul. 2008, rad. 34270 en la que 
rectificó su criterio, se ha pronunciado de manera reiterada y pacífica, sosteniendo que 
el incumplimiento de la administradora de pensiones en su deber legal de cobro 
al empleador moroso, conduce inexorablemente, a que responda por la prestación 
reclamada, decisión que se ha rememorado recientemente en la CSJ SL3399-2018”. 

 

Así las cosas, es dable concluir que, la responsabilidad frente al procedimiento de cobro de 

aportes pensionales en mora recae única y exclusivamente en la Administradora del Fondo 

de Pensiones, quien tendrá que acreditar un actuar diligente, pues, de lo contrario, será en 

ella en quien recaiga la obligación de responder por la prestación pensional que se reclame. 
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JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

27 de octubre de 2022 
_____________________________________________ 

  Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 128 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

Conforme a lo expuesto, la A.F.P. PORVENIR S.A. no acreditó el cumplimiento de los 

requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 para que se libre el mandamiento de 

pago solicitado, de manera que habrá de mantenerse incólume la decisión adoptada en el 

Auto del 26 de septiembre de 2022. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NO REPONER el Auto Interlocutorio No. 633 del 26 de septiembre de 2022, por 

las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 
 

 

 

 
 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL- Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022, al Despacho de la Juez, la 

presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, radicada bajo el 

número 11001-41-05-008-2022-00690-00, de la A.F.P. PORVENIR S.A. en contra de 

JAIME ANTONIO HERNANDEZ ECHEVERRI, informando que la apoderada de la parte 

demandante, interpone recurso de reposición en contra del Auto que negó el mandamiento 

de pago. Pendiente por resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 723 

Bogotá D.C., 26 de octubre de 2022 

 

La apoderada de la parte demandante, Dra. BRENDA VANESSA FLOREZ COCOMA, 

mediante memorial del 03 de octubre de 2022 interpone recurso de reposición en contra 

del Auto Interlocutorio No. 656 del 29 de septiembre de 2022, por medio del cual se negó 

el mandamiento de pago. 

 

Solicita la recurrente se revoque la providencia atacada y, en su lugar, se dé trámite a la 

demanda, librando el mandamiento de pago. Para fundamentar su petición, señala que, la 

AFP demandante sí ejerció las acciones persuasivas conforme el artículo 12 de la 

Resolución 2082 de 2016, y adjunta una serie de pantallazos para acreditar tal 

circunstancia, por lo que afirma, el demandado tiene pleno conocimiento de la deuda y, por 

ende, se debe dar aplicación al principio constitucional de buena fe.  

 

CONSIDERACIONES 

 

El recurso de reposición tiene como propósito que el Operador Judicial vuelva sobre la 

decisión adoptada para que la revoque o reforme, dictando en su lugar una nueva. Sobre su 

procedencia el artículo 63 del C.P.T. establece: “El recurso de reposición procederá contra 

los autos interlocutorios, se interpondrá dentro de los dos días siguientes a su notificación 

cuando se hiciere por estados…”.  
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En el presente caso, se observa que el recurso de reposición fue elevado dentro del término 

legal correspondiente, esto es, dentro de los dos días siguientes a la notificación por estado 

del Auto del 29 de septiembre de 2022; así como también está dirigido en contra de una 

providencia que tiene el carácter de interlocutoria, en tanto negó el mandamiento de pago. 

 

No obstante, desde ya debe decirse que no se encuentran motivos que conlleven a variar la 

decisión adoptada en el Auto recurrido, por las razones que pasan a exponerse.   

 

La inconformidad de la parte demandante radica en la aplicación de los estándares de cobro 

previstos en la Resolución 2082 de 2016 como requisito previo para iniciar la acción 

judicial de cobro de los aportes dejados de cancelar por los empleadores al Sistema General 

de Pensiones. 

 

Al respecto, es importante señalar que, en la providencia que se ataca, la Resolución 2082 

de 2016 fue aplicada por mandato del parágrafo 1º del artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, 

según el cual, corresponde a las administradoras del Sistema de Protección Social (sin 

hacer ninguna distinción) continuar adelantando las acciones de cobro de la mora 

registrada de sus afiliados, para lo cual, es su obligación aplicar los estándares de procesos 

que fije la UGPP; estándares que, precisamente, se encuentran contenidos en la Resolución 

2082 de 2016.  

 

En otras palabras, siguiendo la literalidad del parágrafo 1º del artículo 178 de la Ley 1607 

de 2012, solo cuando la UGPP adelanta el cobro directamente en aquellos casos en que 

considere conveniente hacerlo, “no se requieren actuaciones persuasivas previas por parte 

de las administradoras”, de lo contrario, si son estas últimas las que adelantan el cobro 

“estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la UGPP”. 

 

Bajo ese panorama, es evidente que la Resolución 2082 de 2016 no puede aplicarse, en 

ninguna circunstancia, por encima de lo establecido en la Ley 100 de 1993, pues aquella es 

de una menor jerarquía normativa. Sin embargo, nótese que, en el sub examine, la dicotomía 

no surge de la aplicación de una u otra de tales normas, sino, en realidad, de la aplicación 

de lo previsto en la Ley 100 de 1993 (artículo 24) versus lo previsto en la Ley 1607 de 2012 

(artículo 178); disposiciones reguladas, la primera, en el artículo 5º del Decreto 2633 de 

1994, y la segunda, en la Resolución 2082 de 2016.  

 

Dicho fenómeno jurídico ha sido denominado por la jurisprudencia constitucional como 

una antinomia entre disposiciones jurídicas, entendiéndose la misma como: 
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“(…) la situación en que se encuentran dos disposiciones pertenecientes a un mismo 

sistema normativo que, concurriendo en los ámbitos temporal, espacial, personal y de 

validez, reconocen consecuencias jurídicas incompatibles entre sí a determinado 

supuesto fáctico, resultando imposible su aplicación simultánea.”1 

 

Así las cosas, a efectos de determinar cuál de las dos normas es aplicable al caso concreto, 

cabe recordar lo expuesto por la Corte Constitucional en la sentencia C-451 de 2015, donde 

en observancia de lo previsto en las Leyes 57 y 153 de 1887 y en la jurisprudencia de esa 

Corporación, recalcó que existen cuando menos tres criterios hermenéuticos para 

solucionar los conflictos que se presenten entre leyes, los cuales son: 

 

“(i) el criterio jerárquico, según el cual la norma superior prima o prevalece sobre la 

inferior (lex superior derogat inferiori); (ii) el criterio cronológico, que reconoce la 

prevalencia de la norma posterior sobre la anterior, esto es, que en caso de 

incompatibilidad entre dos normas de igual jerarquía expedidas en momentos distintos 

debe preferirse la posterior en el tiempo (lex posterior derogat priori); y (iii) el criterio 

de especialidad, según el cual la norma especial prima sobre la general (lex specialis 

derogat generali). Con respecto a este último criterio, se sostiene que, en tales casos, no 

se está propiamente ante una antinomia, en razón a que se entiende que la norma 

general se aplica a todos los campos con excepción de aquél que es regulado por la 

norma especial, con lo cual las mismas difieren en su ámbito de aplicación.   

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al presente asunto, se evidencia que se está 

ante dos normas que tienen la misma jerarquía normativa, al tratarse de dos leyes 

ordinarias, a través de las cuales, por un lado, se crea el sistema de seguridad social integral 

(Ley 100 de 1993), y por el otro, se expiden normas en materia tributaria (Ley 1607 de 

2012), por lo que, frente al criterio jerárquico, no hay lugar a aplicar alguna de manera 

prevalente.  

 

En lo que respecta al criterio cronológico, debe decirse que, mientras la Ley 100 de 1993 

fue expedida el 23 de diciembre de 1993, la Ley 1607 de 2012 lo fue el 26 de diciembre del 

2012, por lo que podría decirse que es dable aplicar esta última de manera preferente.  

 

Sin embargo, en adición a lo anterior, importa igualmente señalar que, bajo el principio de 

especialidad, también son las previsiones del artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las que 

deben aplicarse preferentemente sobre lo indicado en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 

 

En efecto, frente al procedimiento para el cobro de aportes pensionales adeudados, el 

artículo 24 de la Ley 100 de 1993 señala que el mismo debe seguirse de acuerdo con la 

reglamentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional; reglamentación que se 

encuentra materializada en el artículo 5º del Decreto 2633 de 1994, únicamente.  

 
1 Sentencia C-439 de 2016 
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Contrario sensu, frente al mismo tema de cobro de aportes en mora, el parágrafo 1º del 

artículo 178 de la Ley 1607 de 2012 establece que, las administradoras en desarrollo de 

esas acciones de cobro están obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la UGPP, 

los cuales fueron inicialmente establecidos en la Resolución 444 de 2013, pero ésta fue 

subrogada por la Resolución 2082 de 2016, que se encuentra actualmente vigente.  

 

De conformidad con lo anterior, se tiene entonces que, si bien frente al mismo eje temático 

-acción de cobro de aportes pensionales en mora-, existen dos normas de igual jerarquía 

normativa que pueden ser aplicables al caso concreto, lo cierto es que la Ley 1607 de 2012 

en su artículo 178, con la reglamentación contenida en la Resolución 2082 de 2016, resulta 

aplicable de manera preferente, no solo por haber sido expedida con posterioridad a la Ley 

100 de 1993 y su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, sino, además, porque implica un 

ejercicio mucho más específico en lo que respecta al trámite de cobro previo al inicio de la 

acción ejecutiva laboral. 

 

Lo anterior, habida cuenta que, por virtud del parágrafo 1º del artículo 178 de la Ley 1607 

de 2012 se cuenta con toda una Resolución que consigna las pautas, estándares y 

lineamientos para adelantar las acciones de cobro en cabeza de las Administradoras de 

Fondos de Pensiones; mientras que por virtud de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 

100 de 1993, tan solo se cuenta con el artículo 5º del Decreto 2633 de 1994 que, de manera 

más general, prevé los requisitos para ejercer las acciones de cobro.  

 

Dicha circunstancia evidencia que la Ley 1607 de 2012 comporta con mayor especialidad 

la regulación del tema que nos ocupa, motivo por el cual su aplicación resulta preferente, y, 

por ende, es el cumplimiento de los requisitos de que trata la Resolución 2082 de 2016 lo 

que habilita la posibilidad de librar el mandamiento de pago solicitado.  

 

En este punto cabe resaltar que, si bien el artículo 5º del Decreto 2633 de 1994 se encuentra 

compilado en el Decreto Único Reglamentario 1833 de 2016, norma que fue expedida el 10 

de noviembre de 2016, esto es, con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 1607 

de 2012 y de la Resolución 2082 de 2016 (06 de octubre de 2016), lo cierto es que esta 

situación no permite enervar los argumentos que frente al criterio cronológico y de 

especialidad se establecieron líneas atrás.  

 

En efecto, según se desprende de los propios antecedentes de dicho Decreto, el mismo tiene 

como función compilar normas reglamentarias preexistentes que se encuentran vigentes, a 

efectos de mantener actualizado el ordenamiento jurídico, y, en tal sentido, dicha tarea 
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implica “la simple actualización de la normativa compilada, para que se ajuste a la realidad 

institucional y a la normativa vigente”.  

 

En virtud de ello, se observa que el artículo 2.2.3.3.8 del Decreto 1833 de 2016 reproduce 

de manera exacta el artículo 5º del Decreto 2633 de 1994, cambiando únicamente la 

expresión “Superintendencia Bancaria” por “Superintendencia Financiera de Colombia”, a 

efectos de actualizar la norma a la realidad institucional, sin que de ello sea dable si quiera 

inferir que aquél haya modificado la norma inicial o incluido una nueva disposición, que 

pueda ser considerada como de aplicación prevalente, bien por el criterio cronológico, ora 

por el criterio de especialidad, motivo por el cual mantiene el Juzgado la consideración de 

que la Ley 1607 de 2012 es de aplicación preferente sobre la Ley 100 de 1993.  

 

Bajo ese entendido, resulta claro que la obligación contenida en el parágrafo 1º del artículo 

178 de la ley 1607 de 2012 es de estricta observancia y, dado que dicha norma remite 

directamente a la Resolución 2082 de 2016 expedida por la UGPP, es por lo que se 

encuentra ajustada a derecho la exigencia que este Juzgado hace del cumplimiento de los 

requisitos allí previstos para la constitución del título ejecutivo complejo, a saber, (i) la 

liquidación que presta mérito ejecutivo expedida por la A.F.P. y (ii) las acciones persuasivas 

que implican requerir al deudor como mínimo dos veces en determinados períodos de 

tiempo, tal como se expuso en el Auto que negó el mandamiento de pago. 

 

En ese orden, de no encontrarse acreditado el cumplimiento de las condiciones y términos 

previstos en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 2016, no habrá certeza sobre la 

exigibilidad de la obligación contenida en el título ejecutivo complejo que sirve de base para 

la solicitud de ejecución por vía jurisdiccional y, en consecuencia, la obligación pretendida 

por el ejecutante no estará ajustada a las previsiones del artículo 422 del C.G.P. 

 

En este punto es necesario hacer énfasis acerca de la naturaleza jurídica del título ejecutivo 

para el cobro de los aportes pensionales en mora. 

 

Por vía jurisprudencial se ha establecido de manera unánime que, en tratándose del cobro 

por vía ejecutiva de aportes al Sistema de Seguridad Social en Pensiones, es indispensable 

aportar al expediente los documentos que conforman un título ejecutivo complejo, 

habida cuenta que, no es dable considerar que el título corresponde únicamente a la 

liquidación elaborada por la administradora, así ésta per se preste mérito ejecutivo. 

 

Al respecto, se trae a colación lo señalado por la Sala Laboral del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá en Auto del 12 de mayo de 2015, con ponencia del Magistrado 

Diego Roberto Montoya Millán, en donde se señaló: 
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“La norma recién citada permite concebir el requerimiento previo como requisito de 

procedibilidad para poder iniciar la acción ejecutiva para el cobro de aportes al sistema 

de seguridad social en pensiones, de manera tal que sin la satisfacción de ese requisito 

no es viable la ejecución, es decir, tanto el requerimiento previo como la consiguiente 

liquidación efectuada por la entidad conforman un título ejecutivo complejo o 

compuesto.” 

 

En igual sentido, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, con 

ponencia del Magistrado Jorge Eduardo Ramírez Amaya, en Auto proferido dentro del 

expediente con radicación No. 760013105000220140077801, recalcó: 

 

“Según las normas en cita, el título ejecutivo para el cobro de los aportes obligatorios 

de pensiones, es un complejo y se encuentra constituido por: 

1. La liquidación de los aportes adeudados elaborada por el fondo de pensiones (…) 

2. La prueba de haberse hecho el respectivo requerimiento al empleador moroso”. 

 

Dentro de esa misma Corporación, el Magistrado Germán Varela Collazos, en Autos del 26 

de julio de 2019, dentro de los expedientes con radicados Nos. 76001-31-05-017-2018-

00794-01, 76001-31-05-017-2018-00660-01 y 76001-31-05-006-2018-00007-01, frente 

al trámite de cobro de los aportes pensionales en mora, resaltó que el título ejecutivo base 

de la ejecución debe ser complejo, para que la obligación cumpla con el requisito de 

exigibilidad. 

 

Con base en lo anterior, no son de recibo los argumentos de la recurrente tendientes a 

señalar que las comunicaciones de cobro persuasivo no son necesarias para conformar el 

título ejecutivo complejo. Por el contrario, para el Juzgado, aquellas sí comportan gran 

importancia, toda vez que, son precisamente las dos comunicaciones previstas en el 

artículo 12 de la Resolución 2082 de 2016, las que, junto con la liquidación, constituyen la 

unidad jurídica que se requiere para la existencia del título ejecutivo complejo, el cual sólo 

así estructurado, representa la obligación clara, expresa y exigible. 

 

De conformidad con lo expuesto, debe concluirse, que la A.F.P. PORVENIR S.A., teniendo la 

obligación de hacerlo, no acreditó dentro de la demanda ejecutiva la totalidad de 

documentos que componen el título ejecutivo complejo base de la ejecución solicitada, en 

los términos previstos en el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 y en el Capítulo 3º 

de su Anexo Técnico, norma aplicable al presente caso, en virtud de lo dispuesto en el 

parágrafo 1º del artículo 178 de la Ley 1607 de 2012.  

 

Ello por cuanto, si bien se allegó la liquidación que presta mérito ejecutivo con el detalle de 

los aportes pensionales adeudados por JAIME ANTONIO HERNANDEZ ECHEVERRI, así 
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como copia del primer contacto para cobro persuasivo realizado por escrito al empleador, 

éste no se realizó dentro del término previsto en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016, y tampoco se aportó el segundo contacto para cobro persuasivo previsto en la norma. 

 

Frente a lo anterior, la recurrente afirma que la A.F.P. PORVENIR S.A. sí realizó las acciones 

de cobro persuasivo de acuerdo con la Resolución 2082 de 2016, por lo que ha ejercido una 

idónea gestión de cobro de los aportes pensionales. Sin embargo, conviene realizar las 

siguientes precisiones:   

 

En primer lugar, debe resaltarse que, la manifestación elevada por la parte actora no puede 

entenderse como una subsanación de los yerros de que adolece el título, pues atendiendo a 

la naturaleza y la finalidad del proceso ejecutivo, que no es otra que la satisfacción de 

obligaciones insatisfechas y no su declaratoria, estas deben estar contenidas en un título 

que dé plena fe de su existencia por sí mismo; es decir, los documentos que se aportan para 

acreditar la conformación del título complejo deben dar cuenta de la existencia de la 

obligación con una claridad tal que no necesite explicaciones ni interpretaciones, pues ello 

implicaría entrar en un debate probatorio que no es propio del proceso ejecutivo.  

 

En segundo lugar, se le pone de presente a la parte actora que no es viable aportar los 

documentos faltantes para la conformación del título a través de recursos o, incluso, 

solicitar que ello se hiciere de manera oficiosa por parte del Juzgado, y así lo ha expresado 

la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá2, al señalar lo siguiente: 

 

“Es así que sea lo primero advertir que el título ejecutivo debe ser allegado como anexo 
de la demanda, máxime cuando como en el presente asunto la constitución de la 
complejidad del título ejecutivo emerge de la integralidad de todos los documentos que 
evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa y exigible, pues 
a diferencia del proceso ordinario laboral, en el trámite ejecutivo no hay 
oportunidad para la subsanación de los yerros evidenciados en el líbelo inicial y 
sus anexos, por lo que no resulta válida la entrega fraccionada de los documentos 
que se pretenden hacer valer para la ejecución pretendida. 
 
En punto de ello, no es válido que la parte ejecutante allegue con la alzada 
documentación para que ésta sea parte del título que al inicio pretendió ejecutar, más 
aún que en ésta instancia se revisa el ataque a la decisión del 19 de diciembre de 2017, 
data pretérita a la radicación de nuevos documentos.” (Negrillas y subrayas fuera del 
texto).  

 

En ese orden, no es procedente tener el pantallazo inmerso en el recurso de reposición 

como elemento constitutivo del título ejecutivo complejo, ya que todos los documentos que 

lo componen debieron aportarse desde la presentación de la demanda, y no con 

posterioridad. 

 
2 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Laboral. Auto del 26 de junio de 2018. Radicado No. 1100131050 39 2017 
00464 01. M.P.: Diego Fernando Guerrero Osejo. 



2022-00690 

8 
 

Y, en tercer lugar, se resalta que, aunque en dichos pantallazos se evidencian 2 gestiones, 

realizadas después de haberse expedido la liquidación que presta mérito ejecutivo, lo cierto 

es que ninguna de ellas corresponde al trámite del primer contacto para cobro persuasivo, 

pues, corresponden a el envío de un correo electrónico notificando el inicio de la demanda 

ejecutiva. 

 

Lo anterior, refuerza el argumento de que no se dio cumplimiento a las acciones de cobro 

persuasivo en los términos y con las indicaciones previstas en la Resolución 2082 de 2016.   

 

Finalmente, importa poner de presente que, estando acreditado que la decisión de negar el 

mandamiento de pago se encuentra ajustada a derecho, no puede atribuírsele al Juzgado 

vulneración de derecho fundamental alguno, menos aún, el de la seguridad social de los 

afiliados, teniendo en cuenta que, le corresponde a la A.F.P. adelantar los procedimientos 

de cobro de los aportes en mora, sin que de ninguna manera pueda trasladarle a sus 

afiliados, y menos a la autoridad judicial, la responsabilidad por los trámites que no fueron 

efectuados en su momento, o por los que no se efectuaron en debida forma.  

 

Al respecto, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en la Sentencia SL-

537 del 19 de febrero de 2019, con ponencia del Magistrado Omar de Jesús Restrepo Ochoa, 

sostuvo lo siguiente: 

 

“(…) antes de que la administradora de pensiones traslade las consecuencias del no pago 
de los aportes al afiliado o sus beneficiarios, debe probar que, previamente cumplieron 
con su obligación de manera diligente, que no es otra sino las correspondientes 
acciones de cobro (…). Pues es responsabilidad de aquellas garantizar la 
efectividad de los derechos de los afiliados. (…) 
 
En ese orden, su labor no consiste en el simple recaudo de los aportes, sino que, como 
administrador de esos recursos, tiene la obligación legal de vigilancia, a fin de que estos 
se hagan efectivos aun ejerciendo, de ser necesario, las acciones coercitivas pertinentes. 
Como lo ha establecido esta corporación en la sentencia CSJ SL4539-2018 
rememorando la CSJ SL34270, 22 jul. 2008: 
 
Sobre este punto, la Sala desde la sentencia CSJ SL, 22 jul. 2008, rad. 34270 en la que 
rectificó su criterio, se ha pronunciado de manera reiterada y pacífica, sosteniendo que 
el incumplimiento de la administradora de pensiones en su deber legal de cobro 
al empleador moroso, conduce inexorablemente, a que responda por la prestación 
reclamada, decisión que se ha rememorado recientemente en la CSJ SL3399-2018”. 

 

Así las cosas, es dable concluir que, la responsabilidad frente al procedimiento de cobro de 

aportes pensionales en mora recae única y exclusivamente en la Administradora del Fondo 

de Pensiones, quien tendrá que acreditar un actuar diligente, pues, de lo contrario, será en 

ella en quien recaiga la obligación de responder por la prestación pensional que se reclame. 
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JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

27 de octubre de 2022 
_____________________________________________ 

  Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 128 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

Conforme a lo expuesto, la A.F.P. PORVENIR S.A. no acreditó el cumplimiento de los 

requisitos previstos en la Resolución 2082 de 2016 para que se libre el mandamiento de 

pago solicitado, de manera que habrá de mantenerse incólume la decisión adoptada en el 

Auto del 29 de septiembre de 2022. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NO REPONER el Auto Interlocutorio No. 656 del 29 de septiembre de 2022, por 

las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
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